MINUTA SOBRE REUNION CON COLEGIO DE CONTADORES DE LOS RIOS
Tema 1: Postergación Plazos Declaración de Impuesto a la Renta

Esta será la primera Operación Renta en que se pongan a prueba los dos sistemas que debutaron con la Reforma Tributaria: de renta atribuida (14 A) y semi-integrado (14 B). Y aunque el SII accedió a flexibilizar plazos en dos documentos
, el problema persiste, estiman expertos. 
El proceso de pago de impuestos que se da año a año en abril, ahora -tras la reforma tributaria-, en los hechos, está teniendo un virtual adelanto, que preocupa a los contadores y a las compañías por el anticipo de algunas fechas en que deberán entregar información al SII, para que este prepare la Operación Renta. La información que los contadores podían entregar hasta abril (Art. 69 de la Ley sobre Impuesto a la Renta), ahora el SII está pidiendo que se entregue en marzo.

Considerando la entrada en vigencia de los nuevos regímenes tributarios a contar del 01/01/2017, cuya interacción entre ellos y con los contribuyentes de impuestos finales es compleja, el Colegio de Contadores plantea el siguiente orden y plazos:
·         Confección de estados financieros: entre enero – marzo de cada año.

·         Declaraciones juradas anuales: en el periodo abril – mayo de cada año.

·         Validación de declaraciones juradas: en el mes de mayo de cada año.

·         Determinaciones tributarias y presentación de la declaración anual de impuestos: mes de junio de cada año.

Este orden traería consigo beneficios tanto para los contribuyentes al respetar los tiempos propios de cada etapa, así como para el SII al poseer información depurada y de carácter definitiva que les permita llevar a cabo de manera más eficiente su rol.
Alejandro Vera Espinosa, Presidente Nacional del Colegio de Contadores de Chile ha señalado que "nuestra propuesta y solicitud de postergación de que la declaración de renta sea para junio de cada año". Para ello, algunos actores han planteado que la solución pasaría por que el Ejecutivo presente un proyecto de ley para cambiar el plazo legal de presentación de la declaración anual de renta a junio de cada año. Pero en el SII señalan que esta "no es una petición que pueda resolver el SII, ya que las fechas del proceso de declaración y pago de impuesto (Operación Renta) están establecidas por ley". Así también hay quienes sostienen que la fecha de la declaración la establece el Director Nacional del SII y que para ello no se requiere de un cambio legal, sino solo de una resolución emitida por esta autoridad.

Lo planteado por el Colegio de Contadores y que ha tenido en general buena acogida es la postergación de la Operación Renta en 60 días. Esto se traduce en que la fecha de vencimiento de todas las Declaraciones Juradas sea para el 30 de abril, para que en mayo el SII tenga tiempo para procesar esta información y confeccionar las propuestas y realizar prefiscalizaciones, y entre el 1 y 30 de junio se presente la declaración de impuesto a la Renta (Formulario 22). Esto no produciría perjuicio fiscal, pues siempre para el proceso de Operación Renta, el fisco devuelve más plata de la que cobra, ya que los contribuyentes durante el año, con el pago provisional mensual (PPM), cubren el impuesto anual.
Por cierto, cambiar la Operación Renta a junio atrasaría la devolución de impuestos, lo que también es un tema a considerar.

Tema 2: PL Colegios Profesionales
El 10 de Junio de 2009 la Presidenta Michelle Bachelet envió al Congreso un proyecto de ley sobre Colegios Profesionales (Boletín N°6562-07), pasando a la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados. Recién con fecha 18 de Octubre de 2017 nuevamente el Ejecutivo formuló ocho indicaciones al texto propuesto.
El proyecto original propone: 

En el Título I, el proyecto señala el ámbito de aplicación del mismo, y sus objetivos. Entre ellos, expresa que regula el ejercicio del derecho a agruparse en colegios profesionales que la Constitución Política de la República garantiza a quienes detentan la calidad de profesionales y el régimen de tuición ética al que se someten los profesionales colegiados. Además, crea los tribunales especiales que conocerán de las infracciones a la ética cometidas por profesionales no colegiados.
En el Título II, Del Registro Público de Profesionales, se crea tal registro a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, en cual estarán inscritas todas las personas que detenten una profesión para cuyo ejercicio se requiere el título de licenciado.

En el Título III, De Los Colegios Profesionales, se definen los Colegios Profesionales y se establecen las normas que regirán la afiliación a los mismos, su constitución, estructura, organización y las funciones y atribuciones de éstos.
En el Título IV, De la Ética Profesional y de las Sanciones, se reconocen los deberes de ética profesional, se establecen códigos de ética profesional y se prevén sanciones en caso de incumplimiento de tales deberes.

En el Título V, De los Tribunales de Ética Profesional, se establece que las infracciones a la ética profesional cometidas por profesionales colegiados serán conocidas en primera instancia por el tribunal de ética del respectivo colegio profesional. Las cometidas por profesionales no colegiados, serán conocidas en primera instancia por el tribunal especial de ética profesional competente.

Al respecto, con fecha 5 de Agosto de 2009, la Corte Suprema remitió oficio, señalando lo siguiente:

“En general, esta Corte no puede sino informar favorablemente esta iniciativa legal, en cuanto es un paso significativo para perfeccionar y ampliar el control de la ética que deben observar quienes ejercen en forma independiente diversas profesiones.

 
Con todo, en lo que hace a los asuntos propios de su dictamen, esta Corte debe observar la escasa regulación del procedimiento de designación de los integrantes y del funcionamiento de los Tribunales Especiales de Ética Profesional que consulta el Párrafo 3° del Título V del proyecto, ya que su artículo 52 se limita a señalar que ella se hará por concurso público y que los tribunales actuarán con un mínimo de tres jueces y sin secretario que autorice sus resoluciones y, a su vez, el inciso segundo del artículo 62 declara que se podrá encomendar a un miembro del tribunal la tramitación de la causa.


El artículo 62 de la iniciativa permite actuar y comparecer personalmente en los procesos que regula, sin necesidad de mandatario judicial, a menos que el juez así lo ordene expresamente, lo que induce a inferir que también en segunda instancia ante las Cortes de Apelaciones no regiría la exigencia de patrocinio de abogado ni apoderado judicial.


En cuanto a los recursos, se advierte que el inciso primero del artículo 70 previene que en contra de las sentencias definitivas de ambas clases de tribunales procede el recurso de reposición, lo que pugna con el principio de desasimiento del tribunal una vez dictado su fallo. La norma no indica si la apelación puede interponerse en subsidio de este recurso ni fija plazos para su presentación.


En el inciso segundo de esta disposición se impone una preferencia en la vista de la causa en las Cortes de Apelaciones y, sobre este particular, cabe insistir en lo expuesto en otros informes anteriores de la Corte Suprema, en el sentido de que una regla de esa índole implica un recargo extraordinario en la ya congestionada actividad de los tribunales de alzada, pues al sumarse a otras preferencia, complica su trabajo innecesariamente. 


En el inciso final del mismo precepto se autoriza, respecto de la sentencia definitiva que falle la apelación, “la queja”, además del recurso de aclaración, rectificación o enmienda, sin precisar si se trata de un recurso de queja propiamente tal o de una queja disciplinaria, la que es improcedente en contra de fallos judiciales.


Por último, cabe reiterar lo también expresado en otros informes acerca de que el conocimiento, por parte de las Cortes de Apelaciones, de recursos interpuestos en estos procesos significa un incremento de la carga jurisdiccional que irroga mayores gastos, sin que el proyecto señale la fuente de los recursos que deben solventarlos, como lo exige la Carta Política.” 

� Hasta el 15 de marzo podrán presentar el Formulario N°1926 -denominado Declaración Jurada Anual sobre Base Imponible de Primera Categoría y Datos Contables Balance- para los contribuyentes del sistema semi-integrado, y que contempla informar rentas afectas a impuestos y que además alimentan rentas del sistema atribuido, explican en el Colegio de Contadores, que planteó esta postergación. Pero, además, otro formulario, una Declaración Jurada para determinar Renta Líquida Imponible para los contribuyentes del sistema atribuido o de imputación total del crédito, sigue siendo el 22 de marzo el plazo, según una resolución emitida el 31 de agosto por parte del SII.





